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			Prólogo

			En el ahora remoto, visto a la distancia, 1984, fue publicado un volumen que titulé Crónica de la década militar. Fue uno de los frutos de aquella aventura editorial que tuve junto con Naudy Suárez Figueroa llamada Nueva Política. Después de un cuarto de siglo de Chávez y Maduro, mientras las incidencias de 2024 hacen acariciar la esperanza del final de la tragedia, he considerado conveniente volver a aquel texto, con los ajustes del caso. No sabría decir con precisión si se trata de una segunda edición. Prefiero ver estas páginas que ahora se editan como una continuación de los escritos que quiero dejar como alimento de la pasión de Patria a las generaciones que tendrán el reto históricamente gigantesco de la reconstrucción. No se trata, pues, exactamente, de una segunda edición del libro de 1984. Después de Bolívar y la gestación de la patria criolla. Elipse de una contradicción (Alfa, 2022) y de Venezuela: la persecución de la sombra. De la Cosiata al octubrismo (Alfa, 2024), este libro constituye mi modesto aporte a la necesaria revisión histórica del tiempo que fue, con todas sus incidencias, la fragua de la promoción política de la cual formé parte: la generación de 1958. 

			En la tensión histórica entre libertad e igualdad, ese tiempo, de la caída de Gallegos a la caída de Pérez Jiménez, de gran transformación estructural material de Venezuela, nos hizo valorar existencialmente, ante la dictadura, la carencia de la libertad. Igual que ahora. Los veinticinco años de Chávez y Maduro han sido la peor autocracia de nuestra historia. En este cuarto de siglo largo, inicio del siglo XXI, la libertad, aquella novia del poema de Pío Tamayo en la coronación de Beatriz I en la Semana del Estudiante de 1928, volvió a ser la Dulcinea de una generación que la ha amado y la ama sacrificadamente, aunque no haya logrado conocerla ni vivirla para dinamizar a plenitud, con su fuerza polimórfica, su existencia marcada por el sufrimiento junto a un afán invencible de servicio a la dignidad ciudadana de cada uno de los integrantes de nuestro pueblo. Durante la llamada década militar de 1948 a 1958, igual que en el triste tiempo de Chávez y Maduro, el anhelo de libertad hizo florecer heroísmos y vocaciones de servicio. El anhelo de libertad hizo, en síntesis, cristalizar un patriotismo con apetito de historia. En la década militar, ese anhelo se dio en un país en proceso incontenible de construcción, mientras que estos últimos veinticinco años se ha dado en el marco de una destrucción sistemática del esfuerzo del medio siglo precedente. Esa década militar de 1948 a 1958 del siglo XX no tiene nada que ver con la barbarie destructiva de esa anomalía histórica de procedimientos indignos que, desde 1999, obtenido el poder, tuvo la desfachatez de llamarse bolivariana. 

			

			Mi generación pensó en 1958 que la dictadura que finalizó el 23 de enero de ese año sería la última que figuraría en la historia de Venezuela. Desde el nefasto 4 de febrero de 1992, cuando el aventurerismo criminal, golpista y pretoriano abrió la caja de Pandora reviviendo los peores monstruos del pasado, supimos que el mañana era incierto. Nuestra presunción juvenil se topó, en la madurez de nuestra vida, con la triste resurrección de la tragedia. 

			Lo peor de un caudillismo de baja estirpe vio entonces, desde 1992, abonado su acceso al poder por la corrupción de las élites políticas, sociales y económicas de la Venezuela del fin del siglo pasado. Se abrieron todas las sentinas, comenzando por las del estamento castrense. Maquiavelismo, utilitarismo, populismo, amoralismo. Locura de élites. Aparición de supuestos ídolos. Hipnosis de masas. Opción del suicidio colectivo como supuesta (y falaz) fórmula de acceso al porvenir. Demagogia barata. Mitología bastarda. Toda una pócima venenosa. El imaginario colectivo fue deformado culpablemente.

			

			Se admitió, mayoritariamente, en la conclusión del siglo XX, que no importaba la pérdida de la libertad si un estamento castrense convertido en partido podía ajusticiar a un demonizado liderazgo político civil para, hipotéticamente, poder producir una imprecisa igualdad con mayor prosperidad de la que entonces se gozaba. Fue una colectiva ebriedad irracional a la cual dediqué, infructuosamente, una crítica angustiosa: El Weimar criollo, editada por la generosa solidaridad de José Agustín Catalá.

			Incinerar la libertad y la democracia en aras de una supuesta justicia igualitaria fue un error. Primero con Chávez y luego con Maduro nunca hubo ni justicia ni igualdad. Pero la mayoría se entregó, en el final del siglo XX, en brazos del mito de la deconstrucción. Fue el resultado de la corrupción de las élites y del cálculo mentiroso de quienes, despreciando la política como servicio, pusieron todo su empeño en degradarla. Como si la igualdad con prosperidad pudiese ser el resultado de la corrupción y la arbitrariedad amparadas por las armas. El estamento más letalmente afectado por la falsedad de tal hipótesis terminó siendo el mismo estamento militar. Convertir la Fuerza Armada en partido resultó fatal para la propia fuerza armada, a la cual se envileció en una dinámica negadora de su propia naturaleza.

			La demagogia populista siempre ha planteado la dicotomía entre libertad e igualdad. Ha sido la perversa ruta de los que necesitan aniquilar la libertad para ejercer sin trabas su afán tiránico de poder absoluto. El ejemplo criminal resulta históricamente el de los Castro en Cuba: decir que la dictadura era necesaria para hacer una revolución, cuando siete décadas han mostrado, con longevidad trágica, que Fidel y sus seguidores hicieron una revolución para imponer una dictadura. Una dictadura con todas las manifestaciones de comportamiento criminal, que ha provocado el pavoroso salto atrás histórico de Cuba, que a finales de los años cincuenta del siglo XX estaba a la cabeza del desarrollo entre los países de América Latina. Subyugados por el modelo castrista, Chávez y Maduro dieron vida en Venezuela a idéntico proceso de involución histórica, con la supuesta revolución bolivariana y el podrido socialismo del siglo XXI.

			

			Mitos, falacias, contumacias y disyuntivas. La antinomia entre libertad e igualdad siempre ha tenido un dudoso ropaje que genera desconfianza para los políticos de estirpe democrática. Recuerdo que, recién caído Pérez Jiménez, en el Congreso Pro-Democracia y Libertad, en el Aula Magna de la UCV, el líder chileno Eduardo Frei Montalva señaló con claridad la falsedad de la irreconciliable antinomia entre libertad e igualdad con justicia social: “El día en que nos den a escoger entre la libertad y el pan —dijo— nos quedaremos con la libertad para seguir luchando por el pan”. Vulnerar o ignorar la libertad por la decisión de escoger una supuesta opción por la justicia es un engaño. No hay justicia ni igualdad humana si no existen el respeto y la garantía de la libertad. Por eso a la pregunta de Lenin, no exenta de cinismo: “¿Libertad, para qué?”, respondió Maritain, con rotundidad de base ontológica: “¡Para que el hombre sea hombre!”. 

			Ni ayer ni hoy la falta de libertad puede pretender justificarse con supuestos “éxitos”. Ni la transformación del medio físico ni el socialismo del siglo XXI, admitiéndose que los que alentaron semejantes consignas fueron pretorianismos de distinta estirpe y de abismal diferenciación histórico-política, han servido ni servirán de supuesta túnica vestal para ocultar las violaciones a los derechos humanos y para el ejercicio, con supuesta impunidad, del terrorismo de Estado. 

			La diferencia no menor entre las situaciones del tiempo al cual se dedican estas páginas y el de Chávez y Maduro es clara. Es una diferencia abismal. El tiempo que va de la caída de Gallegos a la caída de Pérez Jiménez debe ser visto como el final de la transición posgomecista; admitiendo que el mismo, a pesar de todos sus defectos, debe ser ubicado en la evolución modernizadora de Venezuela. El tiempo del primer cuarto del siglo XXI, por el contrario, ha sido el tiempo de la sistemática deconstrucción de la república o, para decirlo en términos más claros, de la deliberada y perversa aniquilación institucional de la vida republicana de Venezuela. Estructuras criminales armadas se apoderaron del Estado, en el tiempo de Chávez y Maduro, persiguiendo la aniquilación de la nación. Hoy necesitamos reconstruir la nación para revivir la república. 

			

			No me parece exagerado decir que desde el golpe contra Gallegos hasta la caída de Pérez Jiménez se alarga un tiempo en que, junto con una transformación material del país, se mostró, con tensiones antagónicas, una búsqueda angustiosa de la libertad. La igualdad, por otra parte, sin ser deliberadamente afirmada como objetivo, fue creciendo como consecuencia de la consolidación de una creciente clase media. Las grandes corrientes migratorias recibidas en Venezuela después de la guerra civil española y de la Segunda Guerra Mundial, junto a la continuidad de la revolución del petróleo (cambio del país rural al país urbano, del país agrícola-campesino al país minero) fueron fenómenos que significaron y aportaron una variación estructural muy grande para el desarrollo social y cultural del país. 

			A raíz del derrocamiento de Gallegos, lo que estuvo planteado en la panorámica de Venezuela fue la recuperación de la libertad. No se trataba simplemente de volver al pasado inmediato, producto de la Revolución de Octubre de 1945. El trienio 1945-1948, junto a logros irreversibles en la modernización de la vida política venezolana, había estado marcado de un sectarismo de la mayoría gobernante beneficiada por el golpe contra Medina; sectarismo agudo que había dejado no pocos antagonismos y animadversiones en todo el espectro opositor minoritario. Ello generó, en su momento, antagonismos irreconciliables. El ejercicio de una mayoría aplastante, con no pocos alardes de prepotencia, había generado en los sectores no gubernamentales un antiadequismo visceral. En el inicio de la modernidad política venezolana, de 1945 a 1948, fue importante no solo lo que se afirmaba, sino también lo que se negaba; más aún, las afirmaciones conllevaban negaciones. Y con un grado de alta pasionalidad. Para entender esto, según el testimonio y la óptica de quienes lo vivieron, remito al lector a la obra de Rodolfo J. Cárdenas [1927-2017]: COPEI en el Trienio Populista 1945-48: la tentación totalitaria de Acción Democrática1. 

			

			Inicialmente los excluidos y perseguidos con la caída de Gallegos fueron los vinculados a Acción Democrática. Los demás sectores políticos, desde los comunistas a los socialcristianos, no sufrieron la represión inmediata y apostaron a la brevedad de una situación, pensando que sería un paréntesis para retornar a la institucionalidad democrática. Por eso fueron, dentro de la lucha democrática, dos las posturas, claramente diferenciadas, que aparecieron en la vida pública venezolana frente a la autocracia hasta 1952: la de quienes optaron por la violencia putschista y la de quienes escogieron la ruta comicial. Fueron senderos sin duda contrapuestos y antagónicos para superar la dictadura. Solo las amargas experiencias produjeron, andando el tiempo, la confluencia unitaria final.

			Asesinado en 1950 Delgado Chalbaud, se hizo luego evidente, el año 1952, con el desconocimiento gubernamental del resultado adverso para el régimen en las elecciones de ese año para una nueva Asamblea Nacional Constituyente, que la autocracia no tenía entre sus planes abandonar el poder. AD mantuvo, frente a las elecciones de 1952, una línea violenta centrada (sin éxito) en la audacia civil con respaldo armado militar, buscando recuperar el poder por la misma vía como había logrado acceder a él con el derrocamiento de Medina. El resto de la oposición optó por la vía electoral, a pesar de las limitaciones objetivas para el desarrollo de una campaña comicial que pudiera calificarse de normal, sin ventajismo oficialista y con plena igualdad de oportunidades. Se aprovechó la limitada posibilidad de acción para buscar, sin duda ni artificio, el pleno restablecimiento de las libertades. 

			Las vías de la participación política no se usaron para lavar la cara al régimen ni para prestarse a su continuidad, sino para efectivamente luchar por el restablecimiento pleno de la libertad y de los derechos ciudadanos. En esos años el oficialismo era claramente oficialista y la oposición fue claramente oposición. El régimen intentó, en mayor o menor medida, dividir las fuerzas democráticas. No lo logró. No se dio en el período 1948-58 el fenómeno de la falsa oposición o del abierto colaboracionismo (el llamado alacranato) que ha mostrado su desvergüenza en el tiempo de Chávez y Maduro.

			

			Las élites económicas respaldaron, entre 1948 y 1958, sin mayores escrúpulos, al régimen militar, que garantizaba, como contraparte, un clima evidentemente favorable al desarrollo industrial y comercial del país. Pero ese respaldo no tuvo nada que ver, si a comparaciones vamos, con el impúdico apoyo de los dirigentes de los entes empresariales a Chávez y Maduro, mostrando ante propios y extraños, como corporaciones e individualmente, que su “patriotismo” no ha tenido otros linderos que el de su egoísmo. Sus públicas declaraciones aparecieron, aún en la agonía de la dictadura, en los momentos de mayor represión. Ese repugnante fenómeno ha adquirido manifestaciones que no pueden ni deben olvidarse: se produjeron después de la histórica gesta ciudadana del 28 de julio de 2024. Esos voceros no han sido “apolíticos”; se han prestado abiertamente al respaldo político a la mayor tragedia de nuestra historia con un discurso acorde siempre con la retórica y las necesidades de la dictadura. Han decidido ser cómplices de delincuentes pensando que así protegen sus intereses. Esa baja oligarquía no puede tener función alguna de conducción sectorial gremial una vez recuperada la democracia. Lo exige la propia dignidad de la empresa privada.

			En el tiempo del cual se ocupan estas páginas la situación fue distinta. La élites económicas venezolanas no fueron, ciertamente, antagónicas a un régimen dictatorial en cuyo marco era palpable un crecimiento del bienestar material y de un empuje modernizador de tipo desarrollista. Pero su no antagonismo, en líneas generales, no llegó a la complicidad de algunos voceros estamentales en la agonía misma del chavismo-madurismo. De 1948 a 1958 hubo, de manera creciente, falta de libertad. La falta de libertad de 1948 a 1958 contribuyó, sin embargo, al aprendizaje de la libertad. Y la lucha por la libertad la dirigió el estamento político agrupado en partidos. Fue un aprendizaje paulatino, en búsqueda de la unidad de acción política en pos de objetivos comunes, conservando cada parcialidad su propia identidad. El fraude electoral de 1952 precipitó internamente la unidad de acción clandestina de los jóvenes cuadros de AD y el PCV, mientras una unidad con explícita exclusión de los comunistas fue cobrando cuerpo (en AD CEN del exilio, Copei y URD) lentamente, más en el exterior del país que dentro de Venezuela. En estas páginas de historia política se presta particular atención a la dinámica de ese proceso que terminó abriendo históricamente la posibilidad al medio siglo más notable hasta ahora en su balance positivo en toda la historia republicana de Venezuela: la llamada, por su origen, por el acuerdo de gobernabilidad con el cual se inició, república de Puntofijo.

			

			No fueron años fáciles, ni el acuerdo de gobernabilidad fue un milagro de la espontaneidad. La unidad democrática se fue labrando en un largo sendero. Las estructuras internas de todos los partidos estaban reducidas para 1956 al mínimo, como resultado de la represión. Y en la universidad comenzó a gestarse el mañana. A pesar de la bonanza económica, se produjo entonces en los cuadros políticos juveniles la concertación unitaria en el Frente Estudiantil de Resistencia (FER) y luego en el Frente Universitario (FU). Después apareció la Junta Patriótica (JP), liderazgo mítico sin rostro conocido. Ante la parodia del plebiscito de 1957, salió de la universidad (21 de noviembre) el rechazo al continuismo dictatorial. Y cuando poco o nada hacía esperar el quiebre del régimen, el alzamiento militar del 1 de enero de 1958 mostró a propios y extraños la ruptura de la unidad militar en torno a Pérez Jiménez. A pesar de no tener éxito inmediato, quedaron en evidencia entonces las grietas del conjunto gubernamental. Y así, después de intensas jornadas de calle en Caracas, la decisión de los mandos militares permitió el fin de la dictadura el 23 de enero de 1958 y el comienzo de un complejo regreso a la institucionalidad democrática. 

			Ese regreso solo logró un primer estadio de consolidación cuando el presidente de la última etapa de la interinidad, Edgar Sanabria [1911-1989], entregó al Congreso recién electo el informe de su breve mandato; y cuando, ante ese Congreso, el presidente Rómulo Betancourt, electo con mayoría absoluta en elecciones verdaderamente libres, prestó su juramento como jefe de Estado. Se inició entonces la llamada república de Puntofijo. El pacto de gobernabilidad que le dio nombre ofreció estabilidad, acompañado de un programa mínimo común, suscrito públicamente antes de las elecciones por el respetado liderazgo de las tres principales fuerzas políticas: AD, Copei y URD.

			

			De los años intensos y trágicos, de 1948 a 1958, de transformaciones materiales evidentes y de incertidumbres no pequeñas en una panorámica internacional signada por la Guerra Fría y la política de bloques, tratan estas páginas. 

			Si algunas lecciones perdurables se traducen de las situaciones abordadas, descritas y valoradas en la visión de conjunto de esos años, me atrevería a sintetizarlas en tres: la importancia, en la consolidación de la institucionalidad democrática, de un liderazgo político respetado por su madurez humana y política, honestidad, coherencia y vocación de servicio; la necesidad del civilismo político que encauce las aspiraciones de la participación en la vida pública con instituciones partidistas modernas, acordes con la necesidad de los tiempos; y la necesidad de una sociedad civil, con decisión y capacidad de participación en la toma de decisiones que atañen a su propio destino.

			En efecto, Rómulo Betancourt, Rafael Caldera y Jóvito Villalba ejemplificaron un liderazgo producto de su combate político y de la valoración popular de sus capacidades y sus luchas. Fue un liderazgo respetado y respetable. Los partidos que ellos formaron y dirigieron resultaron auténtica escuela de militancia cívica y política para los ciudadanos que encontraron en los mismos el cauce de su presencia en la vida política venezolana. Fueron esos partidos de rasgo ideológico y matriz europea a quienes se debe el mérito de haber contribuido de manera claramente relevante a la gestación y dinámica de las estructuras institucionales de la sociedad civil (sindicatos, ligas agrarias, colegios profesionales, agrupaciones comunales, etc.). Las estructuras existentes de la sociedad civil organizada contribuyeron, sobre todo en la etapa final y definitiva de la lucha contra la dictadura, a poner en evidencia que la lucha por la libertad no era solamente un cometido de los partidos, sino una obligación legítima de todos los ciudadanos, tuvieran o no militancia política. 

			

			En 1948 podía hablarse de un país anímicamente dividido. Ello contribuyó a la quiebra del recién instalado gobierno de Gallegos. En 1958 el anhelo de libertad y de pleno restablecimiento de derechos civiles y políticos fue el denominador común del evidente pluralismo venezolano. Ello fue la sólida base de la compleja reordenación institucional democrática a la caída de Pérez Jiménez.

			Me parece que estas páginas deben ser leídas estableciendo una constante comparación crítica entre la Venezuela espiritual, cultural y materialmente en ascenso al final de la dictadura militar y la Venezuela deprimida en todos los aspectos después de la larga pandemia que dio en llamarse socialismo del siglo XXI. Todo tiene importancia en la consideración del pasado para una reflexión sobre el presente. La Venezuela de inicios del siglo XXI es, sin duda, muy diferente a la Venezuela de 1958. Sobre todo después de la devastadora destrucción que durante el primer cuarto del presente siglo realizaron Chávez, Maduro y su legión de cómplices, en alianza con estructuras del crimen organizado de carácter internacional. 

			Si Mariano Picón-Salas dijo que el siglo XX comenzó en Venezuela en 1936, después de las elecciones primarias de la oposición —en octubre de 2023— que dieron legitimidad al liderazgo de María Corina Machado con el noventa y dos por ciento de los sufragios emitidos y luego de las elecciones presidenciales de julio de 2024, que mostraron el aplastante triunfo de Edmundo González Urrutia sobre Nicolás Maduro, podría ser que 2025 fuera el comienzo de la necesaria e impostergable reconstrucción republicana. Será una reconstrucción difícil y prolongada. Pero esa tarea deberá ser el empeño continuado de, al menos, dos generaciones. Se trata, por tanto, de un esfuerzo que requiere continuidad, honestidad, capacidad y coherencia. 

			La política, más que nunca, superado el triste tiempo de las sombras protagonizado por Chávez, Maduro y sus cómplices militares y civiles, deberá tener, en el empeño de la reconstrucción de Venezuela, una dimensión intrínsecamente pedagógica, comenzando por las palabras y las conductas de los dirigentes. Porque en los años del chavismo-madurismo se envileció hasta el lenguaje. Y también la forma retórica debe reflejar la recuperación de la dignidad. Intentos de asaltos del aventurerismo maquiavélico, del narcisismo esterilizante, de retoños del caudillismo involucionante siempre —tristemente— habrá. La política no es ni angélica ni demoníaca: es profundamente humana. Y puede vivirse con grandeza o con bajeza. Puede servir al bien común o a la simple lujuria del poder. 

			

			La Venezuela del difícil cancelamiento de un tiempo que avergüenza reclama estadistas. Es decir, exige la presencia rectora de aquellos que tienen sentido y responsabilidad de Estado, que —en el decir de Winston Churchill— se distinguen por pensar en las próximas generaciones más que en las próximas elecciones. Quiera Dios que la razón moral esté en la base de la razón política de quienes asuman la responsabilidad de hacer de la vida pública venezolana su escenario de compromiso existencial. Y que tengan éxito y continuidad en su tarea. 

			

			Capítulo 1. De la dictablanda a la dictadura

			El gobierno militar

			El período 1948-1958 debe entenderse en el marco de la búsqueda de la modernización que tipifica el posgomecismo, entendido como el tiempo que va desde López Contreras hasta Pérez Jiménez. Así puede, además, afirmarse que el régimen militar no puede comprenderse cabalmente sino vinculándolo al paso adelante en el proceso modernizador representado por la Revolución de Octubre de 1945. La alianza en octubre de 1945 entre la modernización civilista de AD, liderada por Rómulo Betancourt, y la modernización pretoriana-tecnocrática encabezada por Marcos Pérez Jiménez encontró un final conflictivo, a fines de 1948, en el cual se impuso la visión estatista-centralista-militarista sobre la visión estatista-centralista-partidista (civilista) que, habiéndose expandido en el trienio 1945-1948, solo tendría viabilidad, durante casi medio siglo, a partir de 1958. 

			Por paradójico que luzca, el régimen militar 1948-1958 habría sido imposible sin el octubrismo; y la viabilidad del proyecto democrático alternativo, de base partidista, habría sido también imposible a partir de 1958, de la manera como se dio, sin los avances materiales y las transformaciones estructurales de fondo que se alcanzaron con el régimen militar. En segundo lugar, debe entenderse que el mismo cambio estructural de Venezuela que cristaliza en la década de los años cincuenta del siglo XX constituye, en sí mismo, una de las causas de la crisis y caída de la dictadura. Los avances logrados en la Venezuela urbana permitían, si no exigían, el abandono del estatismo pretoriano —incierto en su rigidez, carente de pluralismo y alérgico al debate y a la crítica— para abrir cauce ancho a un gran acuerdo nacional de conducción civil (el Pacto de Puntofijo), asentado en la dinámica de partidos que, con la experiencia de lo ya acontecido, procuraría (sobre todo en la etapa clave de sus inicios) no repetir los errores del pasado inmediato. 

			

			Los partidos políticos modernos (sobre todo AD, socialdemócrata; también, en menor medida Copei, socialcristiano) contribuyeron en el período posgomecista a la vertebración institucional de la sociedad civil. La génesis y la madurez de las instituciones de la sociedad civil no surgieron en la vida venezolana como manifestaciones del propio vitalismo de las llamadas sociedades intermedias. La comprensión de la importancia de estas y su promoción e impulso surgieron de partidos de raigambre ideológica y militancia en sentido europeo. Los partidos entendieron que la conciencia ciudadana y la participación política requerían la existencia y continuidad de la multiforme expresión institucional de la sociedad civil. Y se constituyeron en sus promotores. 

			Si en Inglaterra el Partido Laborista surgió del compromiso político de los sindicatos ingleses, en Venezuela el proceso resultó totalmente a la inversa: la fuerza de los trabajadores organizados respondió, sobre todo, inicialmente, al empeño político de los socialdemócratas. Así, la Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV) o la Federación Campesina de Venezuela (FCV) respondieron al empeño de líderes gremiales vinculados a la socialdemocracia y sus líderes integraban el poderoso Buró Sindical de AD; mientras que los sindicalistas socialcristianos insistían en un sindicalismo independiente, no dependiente orgánicamente de partidos políticos (Codesa, Confederación de Sindicatos Autónomos; Cofetrov, Confederación de Trabajadores de Venezuela), aunque dentro de la estructura partidaria socialcristiana existiera el Frente de Trabajadores Copeyanos (FTC) como organismo funcional. 

			

			Pero no fue solamente en el mundo obrero y campesino donde este impulso a la vertebración institucional de la sociedad civil se hizo sentir. La organización de los gremios y colegios profesionales y, luego, también las juntas pro fomento o pro mejoras de las diversas comunidades urbanas, como consecuencia de una clase media cada vez mayor en número, presencia e influencia social tuvo también, en la mayoría de los casos, estímulo y motor en los partidos. Aunque el régimen militar intentó la asfixia de esa red institucional y la promoción de una propia, las estructuras artificiales promovidas por el militarismo no lograron supervivencia posterior al fin de la dictadura. 

			El crecimiento institucional de la sociedad civil fue un proceso incontenible en la Venezuela posgomecista y un factor importantísimo, con su motor partidista, en la crisis y caída de la dictadura entre fines de 1957 y comienzos de 1958.

			Además, hay que entender el gobierno militar de 1948 a 1958 en un contexto latinoamericano y mundial. Nunca, desde nuestra vertebración institucional en el período hispánico, hemos sido una isla. Tampoco desde el final del período hispánico fuimos una isla, sino, por el contrario, Venezuela resultó reflejo o punto de irradiación, según los casos, de fenómenos histórico-políticos que desbordaban el ámbito de lo estrictamente nacional. La dimensión militar de la política y la búsqueda del hombre fuerte (con el culto a la personalidad habitual en las tiranías de derecha y de izquierda) se dieron en Venezuela como también en otras muchas realidades latinoamericanas en las décadas previa y posterior a la Segunda Guerra Mundial. De 1948 a 1958, la dimensión militar y el hombre fuerte pueden y deben, como fenómenos, ser vistos, adicionalmente, en las coordenadas de la Guerra Fría, más aún después de haberse comprobado, en la guerra 1939-1945, la alta importancia estratégica del petróleo venezolano. 

			La etapa final de la transición posgomecista

			Desde semejante perspectiva resulta imposible no considerar, en la etapa conclusiva de la transición posgomecista, el relieve de la personalidad eje del período que va desde el derrocamiento de Rómulo Gallegos hasta el 23 de enero de 1858: Marcos Evangelista Pérez Jiménez. Fue un liderazgo que, a mi entender, teniendo analogía con el caudillismo cesarista, tuvo, sin embargo, un propósito modernizador. Con ello quiero resaltar que su dictadura no pretendía, aparentemente, rechazar (en los aspectos no políticos) la modernización que, luego de los aportes básicos de López y Medina, había intentado dar un paso más largo de lo que permitía la longitud de las extremidades de la patria con la Revolución de Octubre de 1945. 

			

			Pérez Jiménez era el indicador humano de que en el ámbito militar también se operaba un cambio profesional modernizador. Donde no se operaba cambio alguno era en la consideración del hombre fuerte y, a ser posible, de armas, como el naturalmente destinado a regir los destinos de la patria. Los modernizadores civiles y político-partidistas hicieron alianza con los modernizadores militares en octubre de 1945. A los modernizadores militares les resultó incómoda su sujeción al poder civil y repulsiva una dinámica política signada por el debate, la crítica y la irrupción un poco anárquica de las mayorías ciudadanas, ya en proceso de transformar a la república en comunidad de evidente tipología mayoritariamente urbana y con una economía signada de manera irreversible, durante mucho tiempo, por una riqueza que había que extraer de las entrañas de la tierra: el petróleo.

			El entorno internacional

			Cuando Betancourt y AD toman el poder en octubre de 1945 con el derrocamiento de Medina, el clima internacional había variado. Tan pronto como el 5 de marzo de 1946, Winston Churchill [1874-1965], desplazado electoralmente del poder en Gran Bretaña por el líder laborista Clement Attlee [1883-1967], llegó por tren, acompañado por el presidente Harry S. Truman [1884-1972], a Fulton, Missouri, para recibir un doctorado honoris causa. Allí pronunció, en el Westminster College, un memorable discurso —“The Sinews of Peace” (las fibras de la paz)— donde expresó la angustia que generaba que sobre la Europa Central y Oriental hubiera caído un telón de acero (Iron Courtain), denunciando el peligro que, para la consolidación de la paz en libertad democrática, suponían el comunismo estaliniano y el diktat soviético. (“Desde Stettin, en el Báltico, a Trieste, en el Adriático, ha caído sobre el continente un telón de acero”). En Asia, se había reanudado, luego de la derrota del Japón, la guerra civil en China y se habían invertido las posiciones previas a la guerra mundial: las fuerzas comunistas de Mao Zedong (Mao Tse Tung) [1893-1976] estaban imponiéndose a los ejércitos del Kuomitang de Chiang-Kai-shek [1887-1975]. De hecho, el 1° de octubre de 1949, Mao proclamó en Beijing [Pekín], en la plaza de Tiananmén [plaza de la Puerta de la Paz Celestial], la República Popular China. El 25 de junio de 1950 Corea del Norte invadió Corea del Sur, con respaldo abierto de China comunista y de la Unión Soviética, iniciándose el primer gran conflicto bélico de la llamada Guerra Fría. Las tensiones de la segunda posguerra que indicaban, a todas luces, la confrontación bipolar que marcaría la Guerra Fría, hasta la década final del siglo XX, tuvieron una evidente repercusión en América Latina. Y la tuvieron de una manera que, salvadas las lógicas diferencias, presenta analogías con el imaginario colectivo que había buscado en Europa la superación de la crisis económica de 1929 mediante el recurso a gobiernos autoritarios de personalidades fuertes.

			

			En Venezuela, una singular “nostalgia” de la “paz” dictatorial del gomecismo (después de un siglo de guerras civiles e inestabilidades sin cuento) chocó, luego del inicio de la transición posgomecista con López y Medina, con la paralela exigencia de modernización. Esta buscó, en octubre de 1945, un cauce “revolucionario”; pero las estridencias y el sectarismo, como fenómenos originados por la carencia de tradiciones cívicas y pluralistas, facilitaron el que se pensara en la continuación de la transición a la modernidad por los cauces, casi generales al momento en América Latina, de la búsqueda de aristadas personalidades militares. Que tal fenómeno fuera general no indica que fuera normal; era, sin duda, una vía patológica. Porque en América Latina, en esos años de previos y ulteriores a la Segunda Guerra Mundial, las vías de modernización fueron (salvo excepciones, que eso fueron: excepciones) de índole patológica.

			

			La transformación y la modernización irreversible

			La dinámica de la transformación de Venezuela en el posgomecismo resultó un fenómeno evidente dotado de continuidad. Del Estado semifeudal, con un federalismo de facto representado por los caudillos regionales que eran el poder civil y militar real en sus áreas geográficas, se estaba pasando a una centralización militar con el nuevo ejército surgido de la Escuela Militar y a una nacionalización de la política, con partidos que extendían su presencia por toda Venezuela, con dirigentes y adherentes a lo largo de toda la geografía del país. Pero las cosas iban paso a paso. 

			En la primera etapa de la transición posgomecista, con López y Medina, junto a la centralización militar y la nacionalización de las expresiones ideológico-políticas, los partidos contribuyeron, como ya se indicó, a la organización institucional de la sociedad civil de una manera que resultó irreversible. Las agrupaciones gremiales y sindicales, los colegios profesionales, las ligas agrarias, las agrupaciones comunales urbanas, etc., nacieron bajo impulso de las organizaciones partidistas que veían en su construcción, control y desarrollo, un factor de incremento de su poder social real. 

			En un país que, por su retraso histórico, carecía de sociedad civil organizada, ese aporte tuvo, como elemento positivo, el aumento de la conciencia ciudadana y el aflorar de numerosos escenarios de participación popular. Como elemento negativo quedó, sin duda, la apetencia instrumentalizadora, por parte de los partidos, de la malla institucional que habían ayudado, de manera decisiva, a crear, sin entender que la propia madurez institucional de esas expresiones de la sociedad civil exigía, por su propia naturaleza, que no fuesen longa manus de las organizaciones partidistas, sino que respondieran, para su normal desenvolvimiento, a sus propios fines y no a la estrategia de poder de los partidos.

			

			Laureano Vallenilla Lanz, hijo [Vallenilla Planchart] [1912-1973] fue ministro del Interior del gobierno de Pérez Jiménez. Hombre culto, formado en Francia y que compartía las ideas positivistas de su progenitor, fue un político práctico de mayor importancia relativa, en el tiempo de Pérez Jiménez, que aquella que tuvo su padre en tiempos de Gómez. Sin embargo, no dejó una obra de calibre intelectual como la de su padre, aunque se encargó, como escritor, de ser una de las más agudas plumas en defensa del régimen perezjimenista, en su periódica columna, firmada R. H., en el diario oficialista caraqueño El Heraldo, y de acompañar en su elipse a la dictadura hasta su declive final. 

			Imbuido de un pragmatismo positivista y con analogías históricas referentes al Segundo Imperio francés, será Laureano Vallenilla Lanz, hijo, quien sugerirá a Pérez Jiménez el 2 de diciembre de 1952 como momento de su mando personal sin trabas con respaldo institucional militar; y quien, pensando quizá, en la transformación urbana de París por parte de Napoleón III, exaltará la demolición de la vieja Caracas y el estallido de modernidad de la capital remozada, a la vez que procuraba alimentar el imaginario colectivo con el empeño societario, bajo inspiración y dirección gubernamental, de la “transformación del medio físico” del llamado Nuevo Ideal Nacional.

			Los enfoques distintos del país

			La dictablanda es la etapa que va desde el golpe de noviembre de 1948 a las elecciones de 1952. La denominación quizá resulta equívoca, pues fue un tiempo muy duro para los dirigentes y militantes de AD. Para ellos fue el inicio de la Resistencia. Sin embargo, para las demás fuerzas políticas, ese lapso fue el de la búsqueda in extremis de una salida de la interinidad por la vía cívica; vale decir, de un regreso a la democracia por medio del voto popular.

			La dictablanda tiene, por tanto, como característica, considerada desde el ámbito del régimen militar, la consolidación y preparación de su continuidad, con la apariencia de formalidades legales e institucionales… o sin ellas; y desde el ámbito de las organizaciones políticas, el tiempo complejo marcado por dos estrategias contrapuestas: el putschismo y la ruta electoral. 

			

			El putschismo fue adoptado inicialmente como línea por AD. Así, el delta inicial de la Resistencia, como empeño organizativo clandestino, fue la búsqueda del derrocamiento del gobierno provisional por el mismo medio por el cual este había llegado al poder: por el golpe de Estado. Pero los intentos putschistas de AD tuvieron más de conjura cívico-militar, como había sido el rasgo distintivo del movimiento que había generado el 18 de octubre de 1945, que de empeño surgido del descontento de las propias filas de la institución castrense, que había reclamado como tal el ejercicio del poder el 24 de noviembre de 1948. 

			En el empeño de estructurar clandestinamente la Resistencia, AD (sobre todo sus cuadros juveniles) terminó en la oposición al régimen coincidiendo con el PCV, sin fusiones y conservando cada uno su autonomía, al final de la primera etapa de la dictablanda. 

			La estrategia electoral, en cambio, fue mantenida con terquedad por Copei y URD, hasta la evidencia en los facta históricos de que ella sería respetada en sus resultados por el gobierno solo si tales resultados eran favorables a las opciones de la autocracia, como quedó comprobado con el desconocimiento de las elecciones de 1952. 

			Se dieron, por tanto, dos formas de ver y entender el país: la del militarismo y la del civilismo. Y dentro del civilismo, a su vez, dos enfoques contrapuestos: el de los radicales (con el radicalismo de los desplazados y la opción inmediatista del putschismo) y el de los moderados (que calculaban también que, ilegalizada AD, podían reavivar forzadamente un respaldo popular que consolidara y aumentara su entidad política, constituyendo tan halagüeña perspectiva la precondición de un restablecimiento pleno de la institucionalidad y del regreso a la legalidad de los sectores ilegalizados y perseguidos).

			El 24 de noviembre de 1948 muchos pensaron, de buena fe, lo que pensó Mario Briceño Iragorry, quien, siendo el 18 de octubre de 1945 presidente del Congreso de la República, sería luego, en la campaña de 1952 y en los restantes años de la dictadura, uno de los más altos símbolos del civilismo y de la dignidad republicana frente a la autocracia. 

			

			Producido el golpe de noviembre —escribió Briceño Iragorry— hubo, en cambio, quienes creímos que todos los errores del gobierno gravitaban sobre los hombres de Acción Democrática y que tenía solvencia la palabra de los militares cuando insistían en declarar que el 18 de octubre se había producido para promover un avance en el institucionalismo y que dicho propósito se había frustrado por la política sectaria de Acción Democrática.

			El golpe de noviembre

			El 24 de noviembre de 1948 fue, pues, derrocado por las Fuerzas Armadas el gobierno constitucional de Rómulo Gallegos, el primer presidente de nuestra vida republicana electo por el voto universal, directo y secreto de los venezolanos. Entonces la institución armada como tal —hecho sin precedentes en nuestra accidentada historia política— asumió la conducción de la república.

			El gobierno de Gallegos se desplomó de manera incruenta. El conato de resistencia inicial fue prontamente dominado. Nueve comunicados sucesivos fueron emitidos aquel día. Dos de ellos poseen particular relevancia para el análisis histórico: el 1° y el 6°.

			El 1° expone la ratio militar del golpe de Estado. 

			Las Fuerzas Armadas Nacionales —dice— ante la incapacidad del Gobierno Nacional para resolver la crisis existente en el país, en vista de la intromisión de grupos extremistas en la vida nacional, puesta de presente en la mañana de hoy por la decisión de una huelga general de consecuencias incalculables y ante la incitación a las masas para cometer actos vandálicos y alterar el orden, han asumido plenamente el control de la situación para velar así por la seguridad de toda la Nación y lograr el definitivo establecimiento de la paz social en Venezuela. 

			

			Y añadía: “Las Fuerzas Armadas Nacionales esperan que todo el pueblo de Venezuela respalde con su actitud de moderación, con plena responsabilidad de su conciencia democrática, la que es patriótica y firme resolución de las Fuerzas Armadas Nacionales”.

			Ese comunicado es una expresión típica del nominalismo militar. Juzgan al gobierno incapaz porque se autoconsideran a sí mismos capaces. Hablan del “Gobierno” como si las FAN no tuvieran nada que ver con él, como si los que ahora denomina como “grupos extremistas en la vida nacional” no hubieran sido sus aliados el 18 de octubre de 1945. Y se llega a la audacia simplista de identificar la “conciencia democrática” del pueblo con el respaldo al golpismo militar. La finalidad del paso dado: garantizar el orden y la paz social.

			Pero es el comunicado 6° el más importante. Es un extenso escrito intitulado “Exposición de las Fuerzas Armadas de la Nación”. En él se describen las relaciones entre el liderazgo político y el poder militar desde la Revolución de Octubre y la descripción, desde óptica castrense, de las tensiones entre uno y otro, que fueron in crescendo hasta hacerse insalvables. Comienza el comunicado diciendo que el 18 de octubre de 1945 “el ejército nacional actuó contra un orden de cosas que la Nación consideraba viciado”. Afirma, seguidamente, que las FAN “dieron entonces un ejemplo de desprendimiento que fue aplaudido por el pueblo de Venezuela, al no querer el poder para sí y declinarlo en manos del único partido que para entonces hacía oposición al régimen”. Interesante enfoque. Para las FAN los causantes del derrocamiento de Medina, militar, eran ellos, los militares; pero, con una actitud de desprendimiento ejemplar, no habían querido el poder para ellos, sino que lo habían entregado a la oposición al medinismo, entiéndase a AD. O sea que, desde la óptica militar, el poder de AD a partir del golpe de octubre de 1945 era consecuencia de su generoso desprendimiento. El retorcimiento interpretativo queda claro en el texto de ese comunicado en el siguiente párrafo: “Al comienzo, y pese a la inclusión de dos militares en el Gobierno, la actitud de las Fuerzas Armadas fue de absoluto apoliticismo”. Afirmación increíble, en cuanto la politización de las FAN era resultado de la conjura contra Medina, que ya existía en los cuarteles, y que el juicio político sobre la situación era el juicio continuado de la institución castrense actuando como fuerza política armada. Por ello, el texto de ese Comunicado 6° ataca seguidamente a AD, señalando que, según la visión militar, habían continuado “los vicios políticos que caracterizaron a los anteriores gobiernos”, de tal manera que AD había evidenciado “sectarismo político”, “agitación permanente”, provocando “el desbarajuste total de la República”. Criticaba el comunicado militar la Constitución de 1947, surgida de la Asamblea Nacional Constituyente, porque “si bien contiene principios progresistas, adolece de vicios encaminados al ejercicio abusivo del poder”. 

			

			En la singular interpretación de los acontecimientos precedentes, dice el Comunicado 6° que las FAN respetaron la elección de Gallegos “demostrando su voluntad de ser guardianes de las instituciones y mantenerse ajenas a toda ambición de poder”. Añaden que Gallegos “vio sacrificada su libertad de acción por la constante intromisión de su partido”, que le negaba el ejercicio de sus atribuciones constitucionales. Según el comunicado, la fracción extremista que controlaba AD intentó dominar también las FAN, sembrando en ellas discordia y desunión. Así, “la intromisión partidista” y la “indecisión del Presidente” convirtieron un problema de fácil solución en “una crisis política extraña a la intención y a la actitud de las Fuerzas Armadas”. Ante el llamado a huelga general y la pasividad del presidente, la situación “obligó a las Fuerzas Armadas a asumir el control de la situación en la República”. 

			Informa el comunicado que el “Comando Militar” ha recibido el respaldo “absoluto y unánime” de todas las Fuerzas Armadas; que se mantendrán los avances de la Constitución de 1947 y que se trabajará en la formación de un nuevo gobierno, “formado por hombres de reconocidas virtudes ciudadanas, que garanticen la imparcialidad, la honestidad y eficacia que serán distintivos de una administración progresista”. Finaliza prometiendo que del rápido regreso a la normalidad dependerá el encauzamiento “hacia un orden constitucional adecuado a la verdadera realidad venezolana”, surgido de la libre voluntad “manifestada a través de las organizaciones políticas”.

			

			El gobierno de las Fuerzas Armadas

			Todo ello equivalía a decirle, tranquilizadoramente, al país que la causa de todo estaba en el sectarismo extremista de AD; que ellos habían tenido que actuar como Fuerza Armada en función de los más altos intereses nacionales; que las FAN asumían la conducción de la república mientras durara una situación de crisis no buscada ni causada por ellos, y que la plural dinámica de la política partidista tendría en sus manos la elaboración de un futuro de orden, libertad y justicia. 

			El Acta de Constitución del Gobierno Provisorio de los Estados Unidos de Venezuela está también fechada el 24 de noviembre. Dice lo siguiente: 

			En atención a que las Fuerzas Armadas Nacionales han asumido el control de la situación de la República, conforme a manifiesto de esta misma fecha, radiado a los venezolanos, los suscritos, sus representantes, reunidos en el Salón de Gobierno del Palacio de Miraflores, constituyen por la presente Acta una Junta Militar de Gobierno, formada por los Tenientes Coroneles Carlos Delgado Chalbaud, Marcos Pérez Jiménez y Luis Felipe Llovera Páez, el primero de los cuales actuará como Presidente.

			Las resoluciones, actos, decretos y demás providencias requeridas se tomarán por la mayoría absoluta de votos. La Junta tendrá un Secretario, para cuyo cargo ha sido elegido el Dr. Miguel Moreno, y que podrá ser libremente removido por ella. Para todas las cuestiones de orden Constitucional recibirá aplicación la Constitución Nacional promulgada el 20 de julio de 1936, reformada el 5 de mayo de 1945, sin perjuicio de que la Junta dé acatamiento a aquellas disposiciones de carácter progresista de la Constitución Nacional promulgada el 5 de julio de 1947, que las Fuerzas Armadas Nacionales han prometido respetar en su citado manifiesto y de dictar aquellas medidas que aconseje o exija el interés nacional, inclusive las referentes a nueva organización de las ramas del Poder Público. Se mantiene el ordenamiento legal de la República en cuanto no resulte contrario a lo dispuesto en la presente Acta y a los fines que originaron el Gobierno Provisorio. En esta propia reunión han quedado debidamente juramentados los miembros de la Junta y sus Secretarios. 

			

			Luego de Delgado Chalbaud [1909-1950], Pérez Jiménez [1914-2001] y Llovera Páez [1913-1977], seguían, como signatarios del documento, el teniente coronel Mario Ricardo Vargas Cárdenas [1913-1949], inspector general de las Fuerzas Armadas; el teniente coronel José León Rangel [1908-1982], director general de los Servicios; el capitán de fragata Wolfgang Larrazábal Ugueto [1911-2003], comandante de las Fuerzas Navales; el teniente coronel Félix Román Moreno [1910-1968], comandante de las Fuerzas Aéreas; el capitán Oscar Tamayo Suárez [1918-2004], comandante de las Fuerzas Armadas de Cooperación, y el secretario de la Junta, Dr. Miguel Moreno [1916-1991].

			Paradojas de la historia

			Nueve años y algunos meses después, en la madrugada del 23 de enero de 1958, el joven capitán de fragata que el 24 de noviembre suscribe el acta citada como comandante de las Fuerzas Navales, ya convertido en contralmirante por ascenso concedido el 5 de julio de 1957 (los últimos ascensos de la dictadura), figurará, siendo de nuevo comandante de las Fuerzas Navales por la última reordenación de los cuadros militares hecha por Pérez Jiménez, como presidente de otra Junta Militar de Gobierno, que a las pocas horas se transformaría en Junta de Gobierno a secas.

			Que Larrazábal suscriba el acta con la cual se formalizaba la destitución de Gallegos y que, andando el tiempo, sea el jefe de Estado provisional, con el derrocamiento de la dictadura, no es la única paradoja histórica cuando se revisan los protagonistas y las actitudes del 24 de noviembre de 1948 y del 23 de enero de 1958 en forma paralela.

			Fabricio Ojeda [1929-1966], quien se dará a conocer como presidente de la anónima y mítica Junta Patriótica, al dirigirse por Radio Caracas al país en la madrugada del 23 de enero de 1958, será, con el régimen que se instaura el 24 de noviembre de 1948, director de Educación del estado Monagas, mientras fue gobernador de dicho estado el dirigente urredista Alirio Ugarte Pelayo [1923-1966]. Valga anotar que, antes de ser gobernador de Monagas, Ugarte Pelayo (joven dirigente nacional del PDV medinista, quizá la más alta expresión de relevo dentro de Unión Republicana Democrática [URD], trágicamente fallecido en 1965 en el que parecía ser el momento cenital de su carrera política), había colaborado en la redacción del Acta Constitutiva de la Junta Militar y había desempeñado el cargo de director de Política del Ministerio del Interior2.

			El secretario de la Junta, Miguel Moreno, era un integrante del Grupo Uribante, asociación de tachirenses en la capital. En ese grupo coincidían jóvenes de diversas tendencias y profesiones unidos por el común origen regional. Formado al inicio de la década de 1940, en él figuraron personajes que tuvieron destacada presencia en la vida nacional, como Leonardo Ruiz Pineda, Miguel Antonio Vivas, Ramón J. Velásquez, Antonio Arellano Moreno, Simón Becerra, Ernesto Santander, etc. Según los testimonios de integrantes de la Resistencia de AD, Miguel Moreno ocultó en su propia residencia a dirigentes clandestinos de Acción Democrática3. Por el contrario, según escuché relatar a José Agustín Catalá, un antiguo ministro del gabinete de Gallegos se negó a dar refugio en su casa del Country Club caraqueño a Rómulo Betancourt, cuando este (quizá la persona más buscada por los militares golpistas), siendo llevado por Catalá en tales diligencias, solicitó ser escondido mientras se buscaba el acceso seguro a una embajada dispuesta a conceder el asilo.

			Mario Ricardo Vargas Cárdenas, quien firma el Acta de Constitución como inspector general de las Fuerzas Armadas, era un oficial públicamente identificado con Acción Democrática. Estaba gravemente enfermo de tuberculosis. Se encontraba en tratamiento en Saranac, en el estado de Nueva York, en los Estados Unidos. Según me explicó Luis Esteban Rey [1911-1985], enterado de la crisis que parecía terminal entre el estamento militar y el político en el gobierno de Gallegos, Mario Vargas decidió regresar para buscar in extremis alguna solución que conjurara el posible golpe. No lo logró. Falleció un año después, el 24 de diciembre de 1949. La evidencia de que, aunque suscribiera el acta, la dirigencia de AD nunca lo consideró entre los responsables del golpe militar se tuvo en su entierro. Cuando sus restos llegaron a Caracas y se realizó el sepelio en el Cementerio General del Sur, en enero de 1950, tomó la palabra una de las personalidades de mayor brillo intelectual y de mayor limpieza de imagen entre los dirigentes de AD: Antonio Pinto Salinas [1915-1953]. Detenido después del entierro, Pinto Salinas fue expulsado hacia el Ecuador. Volvió a entrar clandestinamente en 1951. Luego de la muerte de Leonardo Ruiz Pineda (21 de octubre de 1952), asumió la Secretaria General clandestina (de octubre de 1952 a enero de 1953) de AD Alberto Carnevali [1914-1953]. La detención de Carnevali hizo que asumiera como secretario general clandestino de AD Eligio Anzola Anzola. Cuando Eligio Anzola fue detenido en abril de 1953, Pinto Salinas intentó ocupar, entonces, la Secretaría General de su partido. Cuando la dirección clandestina decidió su salida del país para que fuera a Costa Rica a conversaciones con el CEN del exilio, fue delatado, detenido y asesinado por la policía política en junio de 19534.

			Quizá la postura más dolorosa para el presidente depuesto era la del oficial que había sido su ministro de la Defensa, Carlos Delgado Chalbaud. Gallegos conocía a Delgado desde los largos años del exilio europeo. Teniendo Carlos Delgado apenas cuatro años, ante la prisión de su padre (Román Delgado Chalbaud), la familia se trasladó a Francia. Gallegos quería a Delgado como a un hijo. Y, al parecer, el respeto de Delgado hacia Gallegos era cuasi filial. Delgado tenía formación parisina (Lycée Lakanal, École des Travaux Publics), donde se graduó de ingeniero civil [chemins et ports]) y estaba casado con Lucía Devine, francesa de origen rumano, de filiación política marxista. Luego de asistir a los cursos de la Escuela Superior de Guerra francesa, en Versalles, López Contreras lo incorporó al Ejército venezolano como capitán (asimilado). Con su experiencia vivida de oposición al gomecismo (participación en la invasión del Falke, en la cual muere su padre; intentos fallidos de preparar nueva invasión; convivencia con Gallegos en la residencia de este en Barcelona, España), participó en la Revolución de Octubre de 1945, aunque no poseía el liderazgo militar de Llovera Páez o Pérez Jiménez, quienes han sido militares de academia y alféreces mayores de sus respectivas promociones. Captó, sin embargo, con mayor rapidez que otros, las falencias reales que Gallegos podía presentar como gobernante. Debo a Luis Esteban Rey el relato de una entrevista privada, buscada por Delgado, con Rómulo Betancourt. La misma se realizó en El Junquito antes de la campaña electoral que llevaría a Gallegos a la presidencia, siendo Betancourt todavía presidente de la Junta Revolucionaria de Gobierno. El planteamiento de Delgado fue que Betancourt, el auténtico líder de la Revolución de Octubre, fuera el candidato de AD. Betancourt respondió que eso era imposible porque la Junta había decidido que ninguno de sus miembros sería candidato a la Presidencia. Con amargura, al parecer, Delgado le manifestó que si no era él sino Gallegos el candidato, como la victoria de AD parecía clara, el nuevo gobierno tendría una complicada travesía, por la forma de ser de Gallegos. El nexo afectivo entre Gallegos y Delgado quedó claro cuando, en la primera etapa de su exilio, en La Habana, al ser entrevistado por la revista Bohemia, cuando se le preguntó al presidente depuesto sobre Delgado, no dijo mayor cosa, limitándose a exclamar, con desgarrada sequedad: “Los viejos afectos, aunque desaparezcan, ¡se respetan!”. 

			

			Dentro de la tragedia política del golpe, la nota humorística, que refleja bastante bien su forma de ser, la puso Gonzalo Barrios [1902-1993]. Estando detenidos los altos funcionarios del Gobierno y los dirigentes de AD, entró en el sitio un oficial que preguntó a gritos a un subalterno: 

			—¿Están ya aquí todos los ministros? 

			Y quien respondió, también con un grito, fue Barrios: 

			—No. Falta uno. 

			Desconcertado, el oficial volvió a preguntar: 

			—¿Quién es? 

			Y Barrios, de nuevo: 

			—El ministro de la Defensa.

			La ilegalización de AD y la vida de los partidos

			Lo cierto fue que, de entrada, solo Acción Democrática manifestó su radical rechazo al golpe militar y puso en marcha una estructura clandestina con la cual mantuvo una posición indoblegable de lucha contra el régimen militar que duraría hasta el 23 de enero de 1958. Desplomado el gobierno de Gallegos sin mayores obstáculos, AD se dispuso a preparar la que suponía (y así fue) una larga y cruenta etapa.

			Las demás fuerzas políticas no sufrieron inicialmente ningún embate. El Partido Comunista no fue ilegalizado, su órgano de prensa —Tribuna Popular— siguió circulando e incluso algunos de sus militantes o simpatizantes conocidos llegaron a insertarse al comienzo en el nuevo orden surgido del golpe militar. Eso variaría posteriormente, pero a fines de 1948 la verdad es que el único partido perseguido era AD. El PCV, quien había respaldado a Medina el 18 de octubre de 1945 y, posteriormente (sobre todo en la Asamblea Nacional Constituyente que redacta la Constitución de 1947) había procurado, desde una posición muy minoritaria, coincidir con AD, viendo en la opción socialcristiana de Copei (segunda fuerza en la Constituyente, aunque muy lejos de la mayoría absoluta de AD, tenía el control casi absoluto de Táchira y Mérida) el auténtico enemigo. Así lo había definido Tribuna Popular, luego de la fundación y presentación pública de Copei en enero de 1946. El PCV, pues, adoptó una posición de tensa y desconfiada espera. 

			

			En URD, la actitud fue, sin declararlo públicamente, de colaboración inicial. Sus dirigentes y cuadros provenían en no poca medida del medinismo. Igualmente, sus más fieles seguidores eran los que consideraban un crimen injustificable el derrocamiento de Medina Angarita en octubre de 1945. Aunque luego serán los principales perjudicados (y también perseguidos) después de una valiente campaña en 1952 que tuvo como prohombres a Jóvito Villalba [1908-1989], Mario Briceño-Iragorry [1897-1958] e Ignacio Luis Arcaya [1912-1990], la participación inicial en el gobierno, a nivel nacional y regional, de medinistas con vínculos cercanos a URD resultó un hecho evidente.

			Copei, al igual que el PCV, continuó editando su órgano de prensa, El Gráfico. No fue, sin embargo, sino hasta el 2 de diciembre de 1948 cuando su Comité Nacional, en un comunicado, hizo público un crudo análisis de la realidad nacional bajo el régimen de AD. Aunque tal análisis pudiera considerarse justificativo del golpe, el texto recuerda, sin embargo, a la Junta Militar y a la institución armada su compromiso de llamar a elecciones libres; y subraya que “cuando quizá sobren quienes quisieran arrogarse la gloria de haber participado en la preparación y desarrollo de la acción militar del 24, públicamente declaramos que ésta tuvo lugar sin intervención alguna de nuestro partido, que se ha mantenido dentro de su propio cauce”. Pocos días después se reunió el Directorio Nacional. Con ocasión de ese evento Rafael Caldera, líder máximo socialcristiano, declaró que “no basta el hecho militar para dar la derrota al sectarismo marxistoide” y que “sobre la sola fuerza no puede sostenerse prolongadamente una estructura gubernamental, sin derivar hacia el compromiso personalista o hacia el despotismo”. Se esperaba, desde la perspectiva socialcristiana, “el desenlace del interinato” y Caldera, en su columna de El Gráfico, llamaba a 1949 el “año de prueba”.

			

			El 8 de marzo de aquel “año de prueba” fue detenido el jefe de Redacción de El Gráfico, Luis Herrera Campíns, al considerar el gobierno “irrespetuosas” algunas notas escritas por él en la sección Retozos. Ese mismo día el Comité Nacional de Copei protestó la detención. A la respuesta del gobierno, tres días después, firmada por el secretario de la Junta Miguel Moreno, debió responder nuevamente la dirección partidista en forma pública desmintiendo que Luis Herrera hubiera prometido “rectificar la conducta irregular observada hasta ese momento por su periódico” y destacando una especie de ley del embudo contra El Gráfico, indicando con cuánta tranquilidad tanto Tribuna Popular, órgano oficial del Partido Comunista de Venezuela, como El Morrocoy Azul, publicación humorística de orientación marxista, habían comentado de manera jocosa y deformada la detención de Herrera Campíns. A la afirmación de la Junta de que la solidaridad de Copei con Luis Herrera evidenciaba que el partido no estaba “en decorosa y patriótica actitud constructiva”, respondió la dirección política socialcristiana ratificando su solidaridad con Herrera Campíns y manifestando públicamente sobre la opinión del gobierno en torno al caso que “no es ese dictamen el que para nosotros puede constituir un veredicto”. Suscriben la respuesta los integrantes del Comité Nacional: Pedro del Corral, presidente; Rafael Caldera, secretario general; Lorenzo Fernández, subsecretario general; y los cinco vocales: José Antonio Pérez Díaz, Patrocinio Peñuela Ruiz, Edecio La Riva Araujo, Néstor La Rosa y Ezequiel Monsalve Casado.

			Si esta era la situación inicial del país político, podría decirse que el único partido directamente afectado era AD. En diciembre de 1948, un decreto de la Junta Militar anunciaba la “disolución” del partido. Como si los partidos de raigambre ideológica y compromiso militante se disolvieran por decreto. El resto de las organizaciones estaba en cuidadosa, calculada y vigilante espera. AD acometió, de inmediato, la tarea de la lucha clandestina, la Resistencia, que daría en esos años a su historia, y a la del país, un notable elenco de mártires. Ninguno, sin duda, luchó tanto, y ninguno fue tan devastado, una vez y otra, desde fines de 1948 a inicios de 1958, como Acción Democrática. No hubo solidaridad automática con AD. Los demás partidos consideraban que su dolorosa situación era consecuencia de sus erradas ejecutorias. Y jugaron la carta de una transición rápida con una vuelta democrática al civilismo sin la hegemonía aplastante del grupo directamente beneficiado con el 18 de octubre de 1945, que había logrado, con la onda expansiva del poder, un respaldo in crescendo, puesto de relieve en todas las elecciones posteriores. En breve plazo podrían comprobar ellos mismos su error de juicio. Pero a fines de 1948 e inicios de 1949, solo los cuadros de AD más comprometidos con una exigente militancia respaldaron con heroísmo el llamado de una Resistencia que, en vez de prebendas, ofrecía cárcel, tortura, destierro y muerte. 

			

			La actitud general del país fue de pasividad. Y de espera. Enrique Aristeguieta Gramcko, quien al final de la dictadura sería el miembro más joven de la Junta Patriótica, representando a Copei, me ha relatado que sus recuerdos de diciembre de 1948 y enero de 1949 son los del reposo de un país exhausto por la tensión política continuada desde la caída de Medina hasta la caída de Gallegos. La impresión de amplios sectores de la vida venezolana era que, abriendo una especie de paréntesis con las fiestas de Navidad y Año Nuevo, el ciudadano común quería coyunturalmente olvidarse de la política y gozar de una tranquilidad que le resultaba novedosa. Y el ¡aquí no se habla de política! del tiempo gomero resonó de nuevo en más de un ambiente aburguesado que pensaba que la única libertad amenazada era la de los políticos y prefería explorar, desentendiéndose de ellos, cuáles horizontes de bienestar material personal se abrían con el nuevo escenario. Y en el año final de la década de los cuarenta del siglo XX, esos horizontes eran muchos.

			La búsqueda de la vía electoral

			A comienzos de 1949, sin embargo, los días transcurrían llenos de esa tensa espera que solo los dirigentes políticos pueden calibrar como vivencia intransferible. Una tensión que se debate entre la ilusión y la angustia. Una espera que radica en confiar más de lo confiable en las promesas de los demás y en poner a la vez el continuado esfuerzo propio para que —incluso a pesar de los demás— las promesas se conviertan en realidad.

			

			Dos hechos lucen, en 1949, particularmente relevantes. Uno, la prédica antipartidista, que parece llegar a un nivel alto a mediados de año. Otro, la Comisión Redactora del Estatuto Electoral, nombrada a fin de año con la presencia en ella de Rafael Caldera y de Jóvito Villalba.

			A la campaña contra los partidos hace frente a mediados de julio, públicamente, Rafael Caldera, desde las páginas de El Gráfico, y en su defensa de las organizaciones no escatima críticas a AD. El antipartidismo era la bandera de los militaristas. Caldera ataca a “la fauna de los eternos aduladores” que “afirman que es ridículo pensar en los partidos, y que el Ejército constituye en Venezuela la única fuerza que existe y debe existir”. Y añade: “Quienes así maquinan al despotricar contra los partidos políticos quisieran convertir en partido a la Institución Armada, lo que equivaldría a llevarla a su ruina”. La moda de injuriar a los partidos se reflejaba, según Caldera, en verlos como “simples manifestaciones de cerril egoísmo de grupo”, como “máquinas infernales de encarnizamiento ciudadano”. Indica que “los más severos en condenar a una especie de ‘lepra’ social a los partidos y a sus hombres son quienes no tuvieron coraje y patriotismo para luchar por los principios en los momentos de la crisis”; y que no es legítimo “que quienes no supieron ofrendarse ante el peligro se erijan en censores para tildar en otros de delito lo que precisamente constituye su mejor credencial: haber sabido proclamar sin miedo ni egoísmo en momentos oscuros el ideal de una patria mejor”. Al cumplirse ocho meses del golpe, el 24 de julio, llamaba Caldera, además, a mantener despierta la “conciencia de la interinidad”.

			Para septiembre se respiraba un cierto clima de distensión. Estaban ya en libertad condicionada (deberían escoger entre el confinamiento o el abandono del país) la mayoría de los dirigentes de AD detenidos a raíz del derrocamiento de Gallegos. Aparecen con existencia legal, al cumplirse el primer año del gobierno provisional, el Partido Socialcristiano Copei, Unión Republicana Democrática (URD), el Partido Comunista de Venezuela (PCV), el Partido Revolucionario del Proletariado (PRP) —formado por disidentes del PCV— y el Partido Socialista Venezolano (PSV). Más era la apariencia que la realidad: subterráneamente, AD intentaba un difícil regreso al poder por vía putschista. Fracasaría en su intento, con grandes pérdidas de dirigentes.

			

			La dictablanda, sin embargo, se afirmó como tal con el restablecimiento parcial de las garantías y la designación de la Comisión Redactora del Estatuto Electoral. Aunque se dejaba a posterior la reglamentación de las garantías de libre expresión del pensamiento y de libre reunión, fueron restituidas las garantías de libre derecho de tránsito por el territorio nacional, el derecho de no ser incomunicado y la garantía de la inviolabilidad del hogar. Tales anuncios fueron hechos el 23 de noviembre. El 28 se instaló en Miraflores la Comisión Redactora del Estatuto Electoral. La misma comisión designó sus autoridades: Luis Gerónimo Pietri, como presidente, y Rafael Caldera y Jóvito Villalba como primero y segundo vicepresidente, respectivamente. El diario oficial El Heraldo destacó que se designó ponentes del estatuto a Caldera y Villalba, secretarios generales de Copei y URD. 

			El último día del año 1949, las autoridades de la Junta Militar inauguraron la primera etapa de la avenida Bolívar de Caracas, proyecto existente desde López Contreras. Y mientras una llamativa transformación de la capital estaba evidentemente en marcha, el panorama político se oscurecía.

			La ruta hacia la dictadura y la vía putschista

			1950 resultó, en efecto, un año de conmociones. Abril y mayo de ese año fueron meses duros, que reflejaron un endurecimiento por parte del régimen. El 13 de abril el gobierno decretó la suspensión definitiva de Tribuna Popular y la suspensión temporal de El Gráfico. Pero las medidas no se dirigieron solamente a la prensa oficialmente partidista. El 21 de ese mismo mes El Nacional se vio afectado por una suspensión que, aunque fue calificada de indefinida, duró poco tiempo. 

			

			Mayo se inició con el estallido en Lagunillas, el día 1°, de una huelga petrolera que se extendió con rapidez en la Costa Oriental del lago de Maracaibo. Al conflicto obrero se sumó la protesta estudiantil en diversas ciudades del país. El 5 de mayo un grupo de civiles, militantes de AD, fracasó en su intento de toma armada de la Base Aérea de Boca de Río, en Maracay. El clima de agitación era evidente. El 6 se suspendieron las actividades estudiantiles en toda la república y el gobierno decretó la disolución de varias organizaciones sindicales. 

			Una semana después, el régimen dio la impresión de tener el control absoluto de la situación. Reflejó, sin embargo, un endurecimiento de su política. El 13 de mayo decretó la disolución del Partido Comunista de Venezuela (PCV), acusándolo de acciones subversivas en alianza con Acción Democrática, “a fin de entorpecer el normal restablecimiento de las instituciones”. Parecía evidente que, tanto en la huelga petrolera como en las manifestaciones estudiantiles, que habían sido particularmente relevantes en el Zulia (sobre todo en Maracaibo y Cabimas), los dirigentes sindicales del PCV habían actuado coordinadamente con los líderes gremiales petroleros de AD; y que los cuadros de la Juventud Comunista habían respaldado la agitación estudiantil impulsada por AD, que servía colateralmente de respaldo a la huelga petrolera. Así, tanto la huelga petrolera como la agitación estudiantil pueden verse, en esa primera quincena de mayo de 1950, en el marco de la estrategia putschista de AD, que quedó en evidencia con la fracasada toma de la Base Aérea de Boca de Río. 

			Así, pues, es tan pronto como en el primer semestre de 1950 cuando se consolida la unidad de acción entre las juventudes de AD y el PCV, que duraría hasta el final de la dictadura. No fue esa, como pudo apreciarse posteriormente, la línea política que, encabezada por Betancourt, seguiría la dirección política del exilio (el Comité Ejecutivo Nacional —CEN— en el exterior). Pero tanto a nivel propiamente partidista como a nivel de las organizaciones juveniles, tanto AD como el PCV conservaron entidad propia, sin fusiones identificadoras. Mientras la línea socialdemócrata, a nivel de partido y de su juventud, tenía mucho más de trotskismo y nacionalismo, la de los comunistas, a nivel de partido y juventud, seguía disciplinadamente los lineamientos leninistas-estalinianos del Partido Comunista de la Unión Soviética (PCUS). Sin tener la referencia documental que me permita aseverarlo con toda certeza, me parece distinguir, en la etapa que se inicia con su ilegalización por el régimen militar, el ascenso a la Secretaría General del PC de Pompeyo Márquez. Teniendo como nombre de lucha clandestino Santos Yorme, Márquez tendría la responsabilidad, hasta ١٩٥٨, de ser la principal referencia de la lucha interna de los comunistas venezolanos.

			

			El 15 de mayo, el director de Secundaria del Ministerio de Educación anunció la reanudación de actividades en todos los institutos educacionales del país, excepción hecha del Instituto Pedagógico de Caracas, del Liceo Baralt de Maracaibo, del Liceo Chávez de Cabimas y de la Normal Rafael María Baralt de Maracaibo.

			Así, pues, mientras AD marchaba empecinadamente por los vericuetos de una estrategia putschista, Copei y URD sostenían con firmeza el recurso a la vía electoral. Tendrían que pasar todavía algunos años antes de que el sufrimiento común, en la lucha contra la abierta autocracia, condujera a la valoración y a la comprensión mutua. A mediados de 1950 las posturas eran totalmente divergentes. En la noche del 22 de mayo, la Comisión Redactora aprobó el Proyecto de Estatuto Electoral. Transcurrió, sin embargo, casi un año antes de que el gobierno lo promulgara, no sin modificar en algunos aspectos el texto original. Como Caldera escribió en su momento, el estatuto “no era una panacea”, sino un instrumento “para vencer un peligroso escollo”; agregando, no sin ironía: “¿Que Venezuela no es Suiza? Ya lo sabemos. Si lo fuera, el problema no estaría planteado”.

			Ramón J. Velásquez ha expuesto sobre la dictablanda, que a pesar de todo continuaba siéndolo, un juicio que considero acertado: “La Junta Militar —dice Velásquez— no defendía ninguna ideología, no obstante la tímida demostración de simpatía que hacia ‘la democracia liberal y progresiva’ hizo en uno de sus primeros documentos”. Y señala que durante esos primeros años solo serían perseguidos, “de manera tenaz e implacable”, “los activistas acciondemocratistas, sin preocuparse nunca del problema ideológico”5. 

			El mismo Velásquez señala que, a mediados de 1950, era un rumor público que la Junta Militar dejaría paso a una Junta Cívico-Militar que sería la encargada de convocar y realizar las elecciones. Como presidente civil del nuevo gobierno provisional se mencionaba a Arnoldo Gabaldón [1909-1990]. También se decía que el teniente coronel Carlos Delgado Chalbaud sería candidato presidencial.

			En agosto visitó Caracas Anastasio Somoza [1925-1980] (hijo del dictador de Nicaragua del mismo nombre), quien era jefe del Estado Mayor y, a la vez, director de la Escuela Militar de su país. Vino acompañado por Guillermo Sevilla Sacasa [1908-1997], embajador de Nicaragua en Washington. En sus declaraciones a la prensa atacaron la llamada Legión del Caribe, a la cual definieron como “una amenaza para la democracia continental”.

			En septiembre, Jóvito Villalba e Ignacio Luis Arcaya [1912-1990], dirigentes nacionales de URD e integrantes de la Comisión Redactora del Estatuto Electoral, aparecieron públicamente como abogados defensores del guerrillero liberal colombiano Eliseo Cheíto Velásquez, quien había pedido asilo en Venezuela y contra quien el gobierno del vecino país había presentado solicitud de extradición.

			En octubre se inició el nuevo curso académico, con aparente normalidad en las universidades. Y llegó noviembre, con vientos de tragedia. El 13 de ese mes, un lunes, fue asesinado Carlos Delgado Chalbaud [1909-1950], presidente de la Junta Militar de Gobierno.

			El asesinato de Delgado Chalbaud

			

			El asesinato conmovió al país. Delgado era un militar asimilado de conocida trayectoria pública e indudable prestigio. Miembro de la Junta Revolucionaria de Gobierno, a raíz del 18 de octubre de 1945, figuró en el gobierno de Rómulo Gallegos como ministro de la Defensa. Cuando Gallegos, en junio de 1948, visitó los Estados Unidos, dejó a Delgado como encargado de la Presidencia. Desde el 24 de noviembre pasó de ser ministro de la Defensa a ser presidente del gobierno provisional.

			Era un hombre austero a quien ni sus peores críticos pudieron acusar —ni entonces, ni después— de peculado. Ramón J. Velásquez, cuyo testimonio está libre de toda sospecha de parcialidad, señala que “como no tomaba parte en francachelas ni orgías y demostraba total desinterés por los negocios, muy pronto inspiró respeto y se le llamaba con sincero acatamiento ‘Señor Presidente’”6.
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